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Fi¡uran a continuación dos firmas il~bles Yun sello ~ue dice:
Juzgado de Instrucción núm. S de ValencIa. Fe pública judicial. En
el folio !S3 de las mismas actuaciones fi¡ura una diligencia con
fecha 16 de abril de 1986 en la que se reitera el exhono, incluida
la «Nota» transcrita en el antecedente núm. l-A.

7. Por providencia de la Sala de 20 de enero del presente año,
se acordó señalar el dia 1 de febrero de 1988, para deliberación y
fallo.

11. FUNDAMENTOS JURlDlCOS

1. Conviene en primer 16rmino precisar cual es el acto
recurrido en el presente proceso de amparo. La demanda se dirige
4CCOntra la ejecuciórnt de la Sentencia Que condenó al recurrente a
la pena de dos meses de arresto mayor y accesorias, más el pago de
las costas, y al pago a la víctima en concepto de responsabilidad
civil de la suma de 1.500.000 pesetas. Mas de la lectura de dicha
demanda y de las alegaciones se desprende que el acto concreto
recurrido es una «Nota» que figura en el exhorto enviado por el
Juez de Instrucción de Valencia, a quien competla la ejecuClón, al
de Mósto!es. donde residia el condenado. en la cual se decía:

«En caso de impa,go oflciese a la I"'licla a fin de que
proceda a la busca e in¡reso en pnsión para cumplir
condena de dos meses de arresto mayor.»

Dado el contenido de la condena, antes indicado, el impa,go a
que se refiere la Nota 8610 p'uede aplicarse a las costas y a la
indemnización por responsabilidad civil. 10 que, si a esta Nota se
le dé al¡ún efecto jurídico, supone una lla¡rante vulneración no
tanto del art. 14 que invoca el recurrente o del 24, ambo. de la
Constitución, que señala el Fiscal, sino del 17, ya que acarrearía
una privación de libertad en un caso no previ.to por la Ley,
condicionando el cumplimiento efectivo de la pena de prisión a un
requisito no previsto en la Ley para conceder su posible remisión
condicional. como sería el paao de las costas y de la indemnización
por daño•. Él hecho de que la conminación que aparece en la Nota
no aparezca en la Sentencia condenatoria no sería obstáculo para
estimar el recuno de amparo. pues la lesión al derecho fundamen­
tal venOOa provocada por la acción de un órpno judicial, el
Juzgado de Valencia, que cursó el exhono y, en su caso. el de
Móstoles si 10 hubiera ejecutado en ese punto. Tampoco cabría
oponer a la estimación del amparo que el recurrente no interpuso
recurso alguno contra la «Nota» en cuestión, pues, como reiteradas
veces ha declarado este Tribunal, al recurrente en amparo sólo le
es exisible que utilice los recursos previstos claramente en las leyes
y no los que sean de dudosa aplicación o, como en este caso, no
estén expresamente establecidos. La po.ibilidad que señala el Fiscal
y que, sin duda, hubiese podido ser intentada, de un escrito del
recurrente indicando la ilegalidad de la medida al Juez encargado
de la ejecución, no puede fundamentar que el hecho de no haberla
llevado a cabo impida el amparo por no aaotamiento de la vla
judicial) pues se trata de un recurso atlpico y, por tanto, no exisible
a los electos que aqUÍ interesan.

2. Precisado el objeto del recurso y resueltas las objeciones a
su admi.ibilidad. procede plantearse la cuestión principal, que es el
alcance y efecto. Jurídico. de la citada Nota. Figura ésta. según se
ha dicho, como un añadido a las diligencias requeridas en el
exhono del Juzgado de Valencia al de Mó.toles. En fonna expresa
no aparece como una de las diligencias cuya ejecución se enco­
mienda al último de los Juzgados citados. Las diliaencias que se
interesan son las que se derivan de la ejecución de fa Sentencia, a
saber. el requerimiento al penado para que en el plazo de tres días
haga el pago de la cantidad de 1.500.000 pesetas en concepto de
indemnización más ellO por 100 desde el 21 de noviembre de 1985
hasta la fecha de .u pa,go. el embargo de lo. bienes pOr valor de

SaJa Primera. Recurso de amparo número
1.312/1986. Sentencia numero 15/1988. de 10 de
febrero.

La Sala Primera del Tribunal Con.titucional. compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente. Presidente; don FranCISCO Rubio
Uorente, don Luis Diez·Picazo y Ponce de León. don Eugenio Díaz
Eimil y don Miguel Rodrlguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Magi.trados.
ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recuno de amparo núm. 1.312/1986, interpue.to por la
Procuradora doña Maria Garcla Garrido, en nombre y representa-

25.000 pesetas para cos.... y el oficiu a la Jefatura de Tráfico y a
la Delegación de Hacienda. Y en caso de figurar en ellas bienes y
de que no fuese abonada la indemnización, para que se embarguen
bi('nes por 1.630.()(X) pesetas. Así lo entendió el Juez exhortado que,
según consta en el antecedente núm. 6, limitó el cumplimiento del
exhorto a esos extremos. Desde ese punto de vista podría conside.
rarse la Nota cuestionada como un enunciado sin efecto jurídico y
que. en consecuencia, no puede vulnerar derecho alguno. Sin
embargo, la Nota existe y se repite, según se advierte también en
el antecedente núm. 6. al reiterar la petición de auxilio judicial el
16 de abnl de 1986. En esas circunstancias, el máximo cuidado que
este Tribunal Constitucional ha de tener en preservar los derechos
fundamentales de cual9uier lesión que pudieran sufrir, aconseja
otorgar el amparo solicItado en el sentido de anular dicha Nota y
de reconocer el derecho del recurrente a no sufrir privación de
libenad por impago de la. cantidades adeudada. en concepto de
responsabilidad civil y costas. El recurrente solicita también que,
dada su situación, se le apliquen los beneficios de la remisión
condicional de la condena, así como la imposición de costas a
quien temerariamente se opusiese a lo solicitado. Pero no corres­
ponde a este Tribunal determinar si procede la remisión condicional
de la pena. salvo en el extremo de que su concesión no puede estar
subordinada al ~o de las costas y de la indemnización por
responsabilidad civil.

Tampoco procede declaración alguna sobre costas. pues nadie
se ha opuesto temerariamente al amparo solicitado, ~r lo que el
fallo de la presente Sentencia se ha de limitar al pnmero de los
pronunciamientos indicados. Procede, asimismo, levantar la sUSw
pensión de la ejecución de la Sentencia acordada en su día.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicitado por el Procurador don Manuel
Ardura Menéndez. en nombre y representación de don Manuel
lavín Abascal y. en consecuencia:

1.0 Declarar nula la Nota contenida en el exhorto librado por
el Juzgado de Instrucción núm. 5 de Valencia al de igual grado
núm. 1 de Móstoles en ejecución de la Sentencia dietada en
apelación por la Audiencia Provincial de Valencia en procedi­
miento oral núm. 4/1985, con fecha 21 de noviembre de 1985
(ejecución 43/1986), por la que se indicaba que en caso de impago
se oficiase a la policía a fin de que procediese a la busca e ingreso
en prisión del recurrente para cumplir la pena de dos meses de
arresto mayor impuesta.

2.° Reconocer el derecho del recurrente a no ser privado del
beneficio de la remisión condicional de la pena por el impago de
la .uma fijada como indemnización por responsabilidad civil y por
costas.

3.0 Levantar la susyensión de la ejecución de la pena acordada
por el Auto de la Sala segunda de este Tribunal Constitucional de
fecha 22 de octubre de 1986.

4.o Declarar que no ha lugar a la imposición de costas.
Publíquese esta Sentencia en el «Iloletln Oficial del E.tado».

Dada en Madrid a cuatro de febrero de mil novecientos ochenta
y ocho.-Gloria Segué Cantón.-Angel Latorre Segura.-Fernando
Gan:la-Mon y González-Regueral.-Carlo. de la Vega Bena­
yas.-JesÚs Leguina Villa.-LuIS López Guerra.-Finnados y rubrica­
dos.

ción de doña Teresa Negro VadiUo y otras personas. contra Orden
del Mini.terio de Educación y Ciencia de 21 de octubre de 1985.
por la que se convocó concurso de traslados para la provisión de
plazas vacantes de Profesores agre~dos de Bachillerato. Ha compa­
recido el Ministerio Fiscal. Ha Sido Ponente el Magistrado don
Eugenio Díaz Eimil quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

Primero.-Doña Te.... Negro Vadillo, doña Rosaura Delgado
Sanz, Doña Maria Angele. Repiso Vicente, doña Nieve. Aicua
Montes, doña Pilar García Dominguez. doña Maria Luz Huerga
Rodriguez, doña Miren Maite Rezola zano. don Javier Turión
Bergés, don Remigio Martin Marzo, don Ga.par Guerra Guerga,
don José Lui. Catalanina Laguna. doña Rosa Maria Verona Eraso,
don Vicente Fernández Vázquez, doña Angeles Sánchez Equisa,
doña Teresa del Moral de la Fuente, doña Cannen Aore. Sánchez.
don Manuel L6pez Flores, doña Rosario Esteban Velasco, doña
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Julia LudIa Guerrero Rey, doña Lourdes Andueza Seriola, repre­
sentados por Procurador y asistidos de Letrado, interpo!1~n recu.rso
de amparo, mediante escrito Que tuvo entrada el. 2 de dietembre de
1986, contra Sentencia de la Sala Tt:rcera del Tnbunal Supremo de
24 de octubre de 1986.

Segundo.-Los hechos en que se funda la demanda de amparo
son los siguientes:

a) Los demandantes de amparo son funcionarios del Cuerpo
de Profesores Agregados de BachiUerato destinados en la Comuni­
dad Au~ónoma del País Vasco. Su ingreso en tal Cuerpo de
funcionarios bablia tenido lU8~. dada su ~t~rio~ condición de
~nterinos o contratados. medJ.aDle su partIClpaClón por turno
restring,ldo ~n distintas convoc~torias efectuadas por dicha C~rr:'u~

nidad" ulónoma. Y desde su mgreso han prestado sus servICIOS
oon destino provisional en la misma Comunidad Autónoma.

b) Por Orden de 3 de octubre de 1985 (<<80letín Oficial del
Estado» de 5 de octubre de 1985), se establecieron normas
procedimentales aplicables a los. con~~s d~ tras~do de Cuerpos
Docenles de Enseñanza no Uruverntana, disponIendo su norma
quinta lo siguiente: «Los funcionarios de carrera, a los que se refiere
la norma cuarta de la presente Orden, que partiClpen en los
concurso!; de traslados, podrán solicitar plazas dependientes de los
dJfe:ei'!tes organos convocantes. No obstante, aquellos funciona~os
de Cuerpo de Agregados de Bachi11erato y Profesores Numeranos
y Maestros de l'aller de Formación Profesional que tengan destino
provisionaJ podrán solicitar plazas dependientes de, los diferentes
órganos convocantes, siempre que la convocat0.r:tA por la, que
aprobaron la oposición no les exigiera la obtenCIón del pnmer
destino definitivo en el ámbito territonal al que se circunscribía la
misma».

c) Por Orden de 21 de octubre de 1985 (<<Boletín Oficial del
Estado» de 29 de octubre de 1985), se convocó conl:urso de
naslados para la provisión de plazas vacantes de Profesores
agregados de Bachillerato. En la base 4.4 de dicha Orden se dispuso
lo siguiente: «Por otra parte, podrán sohcitar los Centros relacwna­
dos en el anexo 11 de esta convocatoria los Profesores de las
Comunid.ldes Autónomas que se encuentran en situaciones anál<r
gas a lus contemplados en las bases 4.1 'j. ~.2, siempre, gue !a
convocatoria por la que aprobaron la opoSlC1on no les eXlglera la
obtención dd primer destino definitivo en el ámbito territorial a la
que se circunscribía la misma .

La adjudu:ación de plazas a concursantes de las ComuD1dad~

Autónomas que participen por bases análogas a la 4.2 de la presente
convocatoria se hará inmediatamente después de los concursantes
del Ministerio de Educación y Ciencia Que participen por las ba­
ses 4.2 y 43 ...•.

La lectura de tal precepto revelaria que a los solicitantes de
amparo «se les adjudicarán sus destinos en este concurso de
trasladas inmediatamente después que a sus compañeros de
CueI1>O que se encuentren en igual situación ju~dica qu~ ~llos ,pero
que ingresaron en el Cuerpo por las coDvocatonas del M1Jllstenq de
Educación y Ciencia (que comprenden el conjunto de .ComuDida­
des Autónomas sin traspaso definitivo de competencias), y, des­
pués incluso Que los opositores que ni siquiera han obtenido el
nombramiento definitivo que acredite su pertenencia e ingreso en
el CueI1>O~.

d) Ente-ndiendo los solicitantes de amparo Que tal base 4.4
oodría vulnerar sus derechos fundamentales por infracclón de
íos an~ 14 y 23 C. E., interpusieron, con fecha de 12 de noviembre de
1965, recurso contencioso-administrativo. al amparo .de la ley
62/1978, de 26 de diciembre, recurso que fue deseslImado. por
Sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo ContenClO50­
Adm;nistraÜvo de la Audiencia Naóonal de 14 de marzo de 1986.

e) Interpuesto recurso de apelación,_ fue también desestimado
por Senten'-Ia de la Sala Tercera del Tnbunal Supremo d~ 2~ de
octubre de 1986, de la que se acompaña copia, notlficada -se dlce­
el 10 de noviembre.

Tercero.-En la demanda de amparo se citan como infringidos
1", ans. 14 y 139 C. E., y solicita que se reconozca que la base 4.4
de la Orden de 21 de octubre de 1985 es discriminatoria r que,
previa .nulación de la Sentencia de la Sala Tercera del Tnbunal
Supremo de 24 de octubre de 1986 que se impugna, se reconozca.
:::.s!mismo. el derecho de los solicitantes de amparo a participar en
d c(mc;,¡¡!)c de traslados convocado por diCha Orden en condi~io­

~es de igualdad con el resto de los participantes y en funclón,
exclusivamente, de sus méritos personales.

Cuano.-Por providencia de 21 de enero de 1987 se, admitíó a
tram;te d recurso y se reclama~~ las aetu~ones a~mlD1~trat1vas
y judiciales y, una vez éstas reclbldas,. se dIctó proVIdenoa de 22
~ abril concediendo trámite de alegaclOnes por el plazo común de
viente dí:1s a la parte recurrente, al Ministerio Fiscal y al Letrado
del Estado, los cuales presentaron sus respecti~os escritos de
alegaciones, oon el contenido que, a conunu8Clón, se resume
sustancialmente.

Quinto.-Los actores, después de reproducir los antecedentes de
hecho expuestos en la demanda. y analizar los aIlumentos utiliza­
dos por la Administración y los Tribunales en la VIa judicial previa,
insistieron en que han sido objeto de un trato discriminatorio desde
una doble perspectíva:

En primer lugar, las diferencias claramente de sus compañeros
del Cuerpo de Agrep.dos con destino provisional en Institutos de
Bachillerato dependIentes del Ministerio de Educación y Ciencia.
Esta diferencia se establece con absoluta marginación y ohldo del
número de escalafón, del número obtenido en la oposición, etc.

En segundo lugar, se otorp preferencia a opositores, formal·
mente aun no funcionarios de carrera. frente a mis mandantes que
pertenecen al Cuerpo desde hace años y ven. ahora cómo los
aspirantes a ingreso en el mismo van a disfrutar de preferencia
sobre los que ya pertencen al mismo.

A continuaci6n alegan que es indudable que esa incongruencia
sólo es posible si se tiene en cuenta el dificil y complicado
entramado administrativo que se ha creado para articular la
coordinación entre el Estado y las Comunidades Aut6noma
Ahora bien. lo q,ue si resulta claro es que ese complicado entramado
no puede seT'V1J' de base para establecer discriminaciones que
perjudican directamente contra el principio de igualdad consagrado
en el an. 14 de la Constitución, con carácter general y el an. 139
del mismo texto legal. con carácter particular, en cuanto se asegura
que «todos los españoles tienen los mismos derec..'hos y obligaciones
en cualquier parte del territorio del Estado».

El becho de vivir, trabajar o estar destinado en una Comunidad
AutÓnoma no puede ser un hecho Que sirva de base para discrimi·
narios respecto del resto de los mismos que prestan sus servicios
fuera de aquella comunidad, cosa que es lo que ocurre en el
presente supuesto ya que por el hecho de haber panicipado en la
oposici6n convocada en el País Vasco y estar destinados provisio­
nalmente en aquella Comunidad Autóno~ se e.ncuentran con una
importante reduccIón de sus derechos funClonanales basta el punto
de ser postergados, como se ha dicho, incluso después de quienes
no pertenecen al Cuerpo, pero han realizado sus exámenet en el
temtorio tutelado por el Ministerio de Educación.

Pero la discriminación es aún más paI~ble si se tiene en cuenta
que mis mandantes no tuviere.n la posibilidad de P8J"ti:cipar ~n las
oposiciones de las convocatonas efectuadas por el Mimsteno. ya
que se vieron en la obligaci6n de participar en la convocatoria de
la respectiva Comunidad, debido a su condición de Profesores
interinos.

Fácilmente puede comprenderse que el que mis mandantes se
presentaran a las oposiciones en .el País Vasco se debe a 9~e sólo
la convocatoria de esta Comumdad representa su condiCIón de
interino y les permitió participar por el turno correspondiente.

Frente a estos argumentos la Sentencia. que comienza afir·
mando que la regla tiene un primer perfil discriminatorio. matiza
el criterio cuando entiende que la norma es razonable desde el
punto de vista del fomento de la pennanencia temporal en las
Comunidades Autónomas de origen. .

Esta tesis, es con todos los respetos, absolutamente maceptable
sobre todo porque la posterpción, lejos de ser tem¡>oral, es
prácticamente definitiva ~uesto que cada año se irán añadiendo en
el territorio del Ministeno de Educación y Ciencia promociones
respecto de las cuales mis mandantes serán postergados y la
postergación de mis mandantes sobre las promociones posteriores
a la suya en modo alguno puede calificarse de razonable, sino todo
lo contrario.

Después de añadir diversas consideraciones sobre el concurso
de traslados y el Estado de Autonomías, el principio de igualdad y
el art. 14 de la Constitución. la inexistencia de determinación
específica sobre destinos definitivos en la convocatoria en que
participaron y la posibilidad de que la vulneración ~ un ~erec~o
a la igualdad pueda ser compensa~ por ha~rse c<?metldo VIOlaCIO­
nes similares en otras convocatonas., conslderaclones todas ellas­
que en esencia reproducen las ya expuestas en la demanda.
terminaron suplicando la estimaci6n del recurso de amparo con
anulación de la base 4.4 de la Orden de 21 de octubre de 1985, con
reconocimiento de su derecho a participar en el concurso de
traslados en ~aldad de condiciones con el resto de los participan·
tes Yen funCI6n exclusivamente de sus méritos personales.

Sexto.-El Ministerio Fiscal solicitó la desestímación del recurso
de amparo con base en los siguientes argumentos:

La demanda insiste en que el acto recurrido es la Sentencia del
Tribunal Supremo. Sin embargo. es evidente que, la lesión denun·
ciada -quebranto de la igualdad- no fue ocasIOnada de modo
inmediato y directo, como exige el arto 14.1 ~e la LOT<;, P811!'
recurrir frente a resoluciones judi~~, por ~hcha resolucI~:m, DI
tampoco por la dic~ por la Audiencl~ Nacl(~na1, que en ulumo
caso sería más propio que se recumera, .Sl.r~o .P'?r la ~n
impugnada del MEe. Buena prueba de ello, sm lDS1Stlr demasIado
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en la 8J"@umentación, es que el proceso previo fue encaminado
precisamente al restablecimiento del d~recho de ~ualdad, lo que
5upone que su vulneración se atribuía 8 la disposición ministenal.
El recurso de amparo. pues, habrá que entenderlo formulado en el
ámbito del art. 43 de la WTC y no en el arto 44, que dicen los
aetores. Las Sentencias dietadas, la que se dice recumda y la de la
~udiencia Nacional. no tienen otro signific.ado que el agotamiento
de la vla judicial que exige dicho arto 43 en su apartado 1. La
demanda no es ni mucho menos ajena a este planteamiento. pues
pide en el suplico que se anule la Ordeú en cuestión" lo que revela,
sin duda al.una. que el quebranto constitucional que denuncia se
halla en dicha Orden y no en las resoluciones judiciales que
recayeron con motivo de su impugnación.

Lo que corresponde es reoolver oobre si la poster¡aci6n de los
recWTentes, que es la misma que la de otros posibles concursantes
de otras Comunidades Autónomas (CCAA), en los concursos de
Profesores Agregados a plazas vacantes en territorios administrados
Indavla por el MEC (en razón a que se trata de CCAA que no han
recibido la totalidad de competencias en materia de educación),
constituye un trato injustificadamente desigual con relación a los
demás ",,"godos que integran el correspondiente Cuerpo. Tal
postergaCIón, como se ha visto en el párrafo antes transcrito,

. &u~ne que en las plazas anunciadas por la Orden recurrida &u
adjudIcación a concunantes de CCAA se hará inmediatamente
después de los concursantes del MEC

. Esta Orden tiene IU antecedente inmediato en la también Orden
del mismo MEC de 3 de octubre de 1985, por la que se se
esta~ecen las normas procedimentales aplicables a los concursan­
tes de Cuerpos docentes de enseñanzas no universitarias para el
CUTiO 1985/86. En su primer párrafn se explica la necesidad de
coordinar los distintos conconos de traslados aote la existencia
de diversas CCAA que tienen atribuida competencia en materia de
educaci6n, por ello -aóBde el siguiente párrafo- el MEC, de
acuerdo con las CCAA, publicarán las respectivas convocatorias de
concursos en el «Boletín Oficial del Estado», como asimismo se
puhlicarán en los correspondientes boletines de las CCAA; dos, que
los agregados de carrera podrán oolicitar plazas de los diversos
órganos convocantes (base quinta) añadiendo su párrafo dos.
literalmente: «..."lo obstante, aquellos fu;;cionarios de los Cuerpos de
Awepdos de Bachillerato... que tengan destino provisional podrán
sollcnar plazas dependientes de los diferentes órganos convocantes,
siempre que la convocatoria por la que aprobaron la oposición no
les exigiera la obtención del ~mer destino definitivo en el ámbito
territorial a la que circuniCribía la misma.»

Según lo dispuesto en esta se¡unda Orden, la del Gobierno
Vasco de 15 del mes de octubre anuncia la convocatoria para
vacantes en el País Vasco y en ella, a semejanza de lo dispuesto en
la aquf recurrida, se dice: «La adjudicación de plazas a concursan~

tes del MEC 1. del resto de las CCAA que participen por base
análoga a la .2 de la presente convocatoria se hará inmediata·
mente después») de la de Jos concu......tes de esta Comunidad que
participen ¡>?r las bases 4.2 y 4.3.»

Norma Idéntica se contiene en convocatorias para las CCAA de
Cataluña, Galicia, Andalucla, Valencia y canarias (todas en el
«Boletín Oficial del Estad... de 29 de octubre).

Resulta entonces que el párrafo segundo de la base 4.4 que se
recurre se repite en todas las convocatorias para cubrir por traslado
plazas vacantes, disponiendo la misma postergación de los concor·
santes para plazas de otros territorios. O sea. se trata de una
poste'18ci6n (tda adjudicaci6n.... se bará inmediatamente después)
que, en la medida que es general, esto es, que nadie queda excluida
de la misma, no puede ser tenida por desigual ni, por tanto,
infractora del art. 14 C.E.

La demanda, que en todo momento silencia la existencia de esas
otras convocatorias de las CCAA COD las mismas bases, entre ellas
la de preferencia I""! la adjudicaci6n a los destinados provisional.
mente en la prop18 Comunidad COn la correlativa poster¡aci6n de
los que procedan de otras, Be apoya para fundamentar la discrimi·
nación invocada en que estamos ante un Cuerpo único de
funcionarios y que Inda medida linguIar, en cuanto resulte perjudi·
cial para los ilfectados, hay que tenerla por discriminatoria.
Primero, hay que insistir de nuevo que la medida es general, esto
ea, iauaI para todos de territorio a territorio, lo que hace inservible
la nbjeci6n. Pero, además, la unidad or¡ánica de un Cuerpo de
c:arácter nacional, en el supuesto de que conlleve la necesidad de
una convocatoria única a nivel estatal, no aenera ningún derecho
fundamental amparable en esta vla constitucional. Las considera­
cianea, pues, que hace la demanda oobre la ruptura del Cuerpo o
la diversificaci6n del mismo en varios Cuerpos a nivel de las
Autonomiss carece de toda relevancia en este proceso.

El informe del Direetnr general de Personal y Servicios del MEe
de 6 de febrero de 1986, que obra en el expediente administrativo
remitido, explica la raz6n que motiva la existencia de diversas
c:onvocatorias para la provist6n de plazas vacantes en el prnfeso­
rada, asl como la política de ttaslados seguida por el MEC La

divenificaci6n de oposiciones para la provisión de plazas a nivel
de CCAA, que pem,ue flcilitar el 8Slento del funCIOnariO en la región
O localidad de su preferencia, exige como consecuencia obligada
que se disponga esta limitación para el traslado a otros territorios
diterentes de aquéllos en los que se obtuvo el cargo. Ya lo preveía
así la Orden de 3 de octubre de 1985, en el apanado que hemos
reproducido. Se trata, por otra pane, de una restricción o limitación
que. además de ser igual .,..ra todos, lo que -bay que reiterarlo­
excluye la idea de discnmlnación, es meramente temporal: Hasta
que ios afectados alcancen un destino definitivo (obtener la plaza
concreta solicitada), a partir de cuyo momento transcurrido el
plazo de dos años como se establece sin excepción para todos los
Profesores, pueden concursar libremente a cualquier plaz.a vacante
sin importar el territorio de que se trate.

En suma. si hubiera que buscar una justificación a esa particula­
ridad de los Agregados con destino provisional, no puede hablarse
de que la disposición recurrida falte a una reala de proporcionall­
dad entre la razón de la misma (diversidad derrueha!. selectivas
con convocatorias de provisión saparadas, con e fin de posibilitar
el arraie:o del profesorado en lugar de su conveniencia) y los efectos
que se establecen (preferencia de los ProCesores residentes en una
región con la consiguiente posposición de los de otras reg¡onc:s). Es.
sin duda, la consecuencia de un ré¡imen de autonomías, cada una
de las cuales tiene o .tendrá competencia plena en materia de
educación y que, en lo~ términos que han quedado recogidos, no
supone una a¡resión injustificada a la unidad orgánica de los
Cuerpos de carácter nacIOnal.

Uegados a la conclusión de que no se ha producido la
discriminación invocada, y dada la naturaleza del proceso en que
nos hallamos limitado a la preservación de los derechos fundamen·
tales enunciados en los arts. 14 a 29 y 30.2 C.E., carece de
significado entrar en el examen de si, como alegan los actores, han
podido resultar infringidos diversos articulas referentes a funCiona­
rios públicos de la Ley 12/1983. de 14 de octubre. del Proceso
Autonómico.

Sé~timo.-E1 Letrado del Estado se opone a la demanda con las
alegaclOnes siguientes: La Sentencia del Tribunal Supremo -igual
que la de la Audiencia Nacional- se limitaron a confirmar la Orden
impugnada y por lo tanto a mantener la situación originada por
aquélla, raz6n por la que cabe identificar dicha Orden como el acto
del poder público al que de forma inmediata y directa e. imputable
el efecto de potencial conculcaCIón del derecho que se dice
lesIonado.

Si esta interpretación no fuera correcta y por las alegaciones
ulteriores del demanda..'lte se pudiera inferir un motivo de impug­
nación referido directamente a las sentencias judiciales. esta pane
invoca ud caute1am» el motivo de desestimación consignado en el
ano 50.1 b) WTC por err6nea identificaci6n del acto objeto del
amparo, causante de indefensión a esta parte.

Por lo que toca a la determinación del derecho lesionado, si bien
el recurso lDVoca los arts. 14 y 130 CE. (folio 16), entendemos que
la cuesti6n de fondo que en él se plantea atañe el campo del artículo
23.2 CE. puellO que la igualdad que la demandante dice quebrada
fue precisamente la prescrita en el indicado precepto para
el acceso a funciones públicas. y si bien este precepto constitucio­
nal, concreta sin reiterarlo el mandato del art. 14, ofrece .en su
tratamiento peculiaridades que ya ha destacado ese Tnbunal
Constitucional, entre otras, en Sentencias 75/1983 y 50/1986, Yque
no pueden perderse de vista ~ la correc~ apreciaci6n del
presente caso como se exaJIllDara con postenondad.

Entrando en el fondo del asunto, cabe observar que la demanda
centra toda IU ~mentaci6n en un dato de partida: El que los
recurrentes son Dllembros de un Cuerpo general único, «incluidos
en el escalaf6n general del Cuerpo por Orden que legalmente les
c:orresponda».

Esta idea del Cuerpo único, reiterada constantemente a lo largo
del escrito, es la que directamente va a fundamentar la afirmaci6n
de discriminaci6n que se hace consistir en ",,1 hecho de vtvir,
trahajar o estar destinado en una Comunidad Aul6noD18>O. Importa
pues examinar tanto la premisa (la n!>ci6n de Cuerpo único),. como
la consecuencia que de ella se qwere infenr (de un trato discnlDlna­
torio vedadn por el art. 14 CE.).

Con respecto a la premisl!.. aíendo el CuerPo de Profesores
~dos de Bachillerato un l.uerpo único, en la 0'18nizaci6n y
funCIonamiento del mismo, Be ha producido un acoplamiento
espontáneo de las competencias estatales y auton6micas como
comienza reconociendo el preámbulo de la Orden de 3 de octubre
de 1985 (<<!loletin Oficial del Estado» de 5 de octubre de 1985.
página 31419). Es ~ste unn de los caoos en que ha dado fruto la
acci6n colaboradora de los distintos Entes territoriales, que ha
permitido combinar satisfactoriamente las exigencias tanto de una
unidad mínima normativa como de eficaz cobertura de las neceSI­
dades funciona\ea de los distintos territorios.

En virtud del esquema aludido, los ~cionarios -sin perjuicio
de integrarse en un Cuerpo con escalafón unlCO- acceden en VlItud
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de diversas convocatorias, tanto del Estado como de las Comunida­
des Autónomas con competenda en la materia. Talea convocat<r
tias, por el hecho mismo de realizarse l"": distintos Entes,
conducen a una relativa situación de diferenCIación, puesto que de
no reconocerse ningún efecto diferencial en cuanto a la cobertura
de,pl,azas de los distintos U~nitorios seria del todo punto inútil que
eXiStieran tales competenCIas, que no tendrán -en tal caso- otra
función que la de descentralizar territorialmente la orpnización de
los concursos para comodidad de los concursantes.

A rasgos generales, la diferencia aludida, derivada de la diversi­
dad de órganos convocantes, tiene su reconocimiento en dos tit'Os
de nonoas: Por un lado, la necesidad de que el destino definitlvo
haya de obtenerse en la misma OrganizaClÓD territorial en la que
hubiera obtenido destino Fovisional, y por otrot que los traslados
a partir del destino definItivo sólo pueden reallZafSe, despUés de
haber permanecido en el mismo un tiempo de dos años.

Ninguno de estos condicionamient~ se han puesto en tela de
juicio por la demanda, que si bien no deje demostrar comprensión
con los delicados y complejos problemas que suscita la construc­
ción del llamado Estado de las Autonomlas, sí rechaza sus
consecuencias bajo el argumento del «Cuerpo único».

Es evidente que los condicionamientos o restricciones o la
movilidad de los funcionarios, no son incompatibles, ni desde un
punto de vista *nico con la idea del Cuerpo único, ni tampoco
con ningún principio de justicia. Inútil es recordar, que parecidos
~uisitos se han venido estableciendo desde tiempos remotos en la
leglslación de funcionarios con objeto de asesorar la provisión de
det~nados destinos, que por causas diversas podrían resultar
poco atractivas para los funcionarios. y en los que. sin embaTJo,
resultaba imprescindible garantizar cierta continuidad en la gestión
pública.

Queremos resaltar que el dato de la pertenencia a un mismo
Cuerpol no es razón bastante para eliminar toda traba razonable a
la movilidad de los funcionanos, ni menos aúo, cuando esa traba
no se concibe en términos absolutos de prohibición, sino de simple
preferencia.

La circunstancia de que unos servicios se presten por funciona­
rios integrados en un Cuerpo determinado, o por diferentes
Cuerpos o mediante fórmulas intermedias que establezca solucio­
nes de movilidad limitada entre el Cuerpo o Cuerpos de funciona­
rios encargados de su prestación, es algo que atañe a lo puramente
organizativo rque condiciona -sin ser condicionado- las formas de
aplicación de derecho de acceso a la función pública y la legalidad
en el mismo.

La noción de «Cuerpo único», en el que la demanda funda­
menta toda su argumentación, no es más que un elemento
descriptivo revelador de determinadas normas comunes sin excluir
lógicamente especialidades nonoativas para subvupos de personas
dentro del mismo Cuerpo. El tratar de convertir esta expresión o
cualquier otra semejante en elemento normativo es querer resolver
el problema COn simples soluciones semánticas.

En el concreto caso del presente amparo ha de señalarse que los
recurrentes obtuvieron su nombramiento en virtud de concurso
convocado por la Comunidad Autónoma del Pals Vasco y cuando
ya se habían transferido al mismo las pertinentes competencias.

Desde la fecha de su ingreso -como se reconoce- en el hecho
segundo de la demanda los re<:urrentes han prestado servicios a la
Comunidad Autónoma en destino provisIOnal, con lo que la
s~tuación de origen de Jos recurrentes es la de cualquier interino que
SIrVe una plaza vacante hasta tanto es provista por funcionario de
carrera. Por tanto, la participación por el turno restrítWdo en
concurso de oposición, era una alternativa que se les ofreció a los
recurrentes, más ventl\iosa que la de acudir al tumo libre que en
cualquier momento pudo ser utilizada. Si participaron en la
opoSIción convocada por la Administración del País Vasco, el que
el destino que habrían de obtener, consistiera en un puesto de dicho
territorio era una consecuencia inherente a~ participación. Esto
no les colocaba en una situación de trato desigual o descriminatorio
respecto de quienes participaron en oposiciones convocadas por el
Ministerio de Educación y Ciencia, sino que es la consecuencia de
una situación estatutaria prefi¡urada en la norma y libremente
asumida.

De esta manera, aun perteneciendo los recurrentes a un Cuerpo
único, desde el punto de vista de la ubicación territorial de los
destinos, podrfamos decir que existía una diferenciación bien
claramente establecida entre los miembros del Cuerpo, derivada
precisamente de las distintas alternativas o vías de acceso al
mismo. Los recurrentes, accedieron por la vfa de una pruebas
restringidas convocadas ~ara la Comunidad Autónoma y para la
cobertura de plazas en dicha Comunidad. No es fácil detenoinar
desde este escrito, si dicha vía de acceso supuso para los recurrentes
una mayor facilidad de incorporación al Cuerpo de Profesores
Agregados, que la que hubiera presentado acceder por una oposi­
ción libre de las convocadas por el Ministerio de Educación, pero
lo que no puede ponerse en duda, es que existe una diferenc18ción

en las condiciones de acceso, de las que claramente derivaban las
condiciones de destino, puesto que la finalidad de las convocatorias
efectuadas por las Comunidades Autónomas no es otra, como ya
señaló la Sentencia 48/198S (fundamento 6.") que la de cubrir
plazas ubicadas eo el ámbito territorial de aquéllas.

E! pretender una i¡ualación en los destinos, cuando no se da tal
i¡ualdad en las vlas de acceso, no sólo es algo que carece de
fundamento desde el punto de VIsta del principio de Igualdad, sino
que lo que realmente debe éste postular. es el mantenimiento de
una diferenciaciqJ.1, en la medida en que deben tratarse de modo
adecuadamente aiterente las situaciones diferentes. Puesto que se
llegarla a burlar las legitimas expectativas de quienes accedieron en
virtud de pruebas orpnjzada5 por el Ministerio, si se eliminasen
los efectos previstos para tal caso por las nonoas de la convocatoria
y J?Tevisiblemente comprendidas en el cálculo y expectativas de
qwenes participaron en ellas.

Las condiClones de acceso a los concursos en el caso de
funcionarios con destino provisional para plazas de distinta organi­
zación territorial, se regulan en la base 4.4 de la Orden de 21 de
octubre de 1985, cuyo segundo p6nafo establece: «La adjudicación
de ~lazas a concursantes de las Comunidades Autónomas que
partIcipan por bases análogas a la 4.2 de la presente convocatoria
se harán inmediatamente despUés de la de los conCumtntes del
Ministerio de Educación y Ciencia que participen por las hases 4.2
y 4.3».

Los recurrentes, al implJlllU este criterio de preferencia, le
imputan unos efectos y le reconocen unas causas con los que esta
representación debe manifestar una absoluta disconformidad: Se
nos dice, en efecto, que la postergación lejos de ser temporal es
prácticamente definitIva puesto que «CIda año se irán añadiendo
en el territorio del Ministerio de Educación y Ciencia, promociones
respecto de las cuales mis mandantes serán posterpdo.,..

Esta reflexión no es correcta, puesto que la obtención de un
destino definitivo y la pennanenC18 ulterior de dos años, permite
concursar a los funcionarios de lo Comunidades Autónomas en
plenas condiciones de igualdad, sin que opere criterio alguno de
preferencias.

E! problema no es, pues, de postergación de una promoción
respecto de otra, sino de diferentes condiciones de traslado, según
las condiciones de acceso, sin que pueda admitirse Que la convoca­
toria de unas plazas por la Comunidad Autónoma no tensa nada
que ver con la cobertura de plazas de su propio territorio.

E! criterio de fomentar la permanencia en las plazas de origen,
tanto provisionales como definitivas, responde a una orientación
que late en multitud de disposiciones, tanto las reguladas del
régimen de funcionarios, como del proceso autonómico. No
comprendemos que se tache tal criterio de arbi trario o injustifi­
cado, cuando responde al razonable propósito de asegurar una
mínima continuidad y cobertura efectiva de los propios servicios,
obedeciendo a una exigencia de interés público que debe primar
sobre el interés particular del funcionario.

Pero, más rotundamente, nos hemos de oponer a las supuestas
causas de discriminación de que habla el recurso, que presenta las
cosas como si se tratara de una acción discriminatoria ejercida
contra personas por el hecho de vivir o trabajar en UDa Comunidad
Autónoma. En realidad., el criterio de preferencias articulado en la
base 4.4 de la Orden impu¡nada obedece a una diferenciación de
los funcionarios, según sus condiciones de acceso. No es admisible
pretender la equiparación en el campo de los efectos, cuando las
situaciones de los funcionarios son distintas en su origen. Répmen
de acceso 't régimen de traslado tienen una concatenación perfecta­
mente lógica, hasta el punto de ser una excepción establecida en
beneficio de los propios recurrentes y a la que no tendrían derecho
según su estatuto, lo que hace presentar las cosas como si se tratara
de una poster¡ación.

En suma, los recurrentes al invocar el arto 14 c.E. pretenden que
tal precepto por ser mayor generalidad, funciooe a modo de causa
difuminadora o eliminadora de los requisitos de acceso que
establecen los preceptos legales, olvidando que el derecho especffi­
camente aplicable al caso es el art. 23.2 C.E. que g¡¡rantiza a todos
los ciudadanos el derecho de acceder en condiciones de igualdad a
las funciones y car¡os públicos, con los requisitos que señalen las
l:exes, según lo recuerda la Sentencia SO/1986, en cuyo fundamento
4. se razona: ..... No nace de este precepto (el 23.2), como es obvio,
derecho alguno a la ocupación de car¡os o al desempeño de
funciones determinadas. El derecho a tomar parte en el procedi­
miento... sólo nace de las normas legales o ~entarias que
disciplinan en cada caso el acceso al cargo o functón en concreto...
por lo que la igualdad se predica sólo de las condiciones estableci­
das l"!f8 el acceso... y que, por lo tanto, pueden ser distintos los
reqwsitos o condiciones que los ciudadanos deben reunir para
aspirar a los distintos cargos °funciones, .sin gue tales diferenclBS...
puedan ser consideradas lesivas para la iauaIdad».

La demanda no pretende justificar nada en contra del hecho
mismo de la diversidad de vías de acceso, ni a la razonabilidad de
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la misma. Simplemente deIcon~ Ia1es difereucias, tratando de
mfenr de algunos datos de Identidad: La existeDcia de UD Cuetpo
único. unas consecuencias que se veD dcImentidu por la propia
regulaci6n de los requisitos de accc:so.

Octavo: Por providencia de 20 de octubre de 1987 .. aei1aló
para deliberación y votaci6n el dia 20 de enero de 1988 quedando
concluido el dia 1 de febrero. '

lL FUNDAMENTOS JURlDICOS

Primero: La Orden del Mini1terio de Educación y Oencia de 21
de octubre de 1985 convocó concurso de traslados para la provisión
de plazas de Profesores _dos de Bachillerato, vacantes en
Centros docentes dependientes de dicho Ministerio, conteniendo su
base 4.4 la disposición del tenor si¡uiente: «Por otra parte, podrán
solicitar los Centros relacionados en el anexo n de esta convoeato-.
tia los Profesores de las Comunidades Autónomas que se encuen­
tren t:n situaciones análogas a .las contempladas en las bases 4.1 Y
4.2, siempre que la ooDvocatona por la que aprobaron la oposicióD
no les exigiera la obtención del primer destino definitivo en el
ámbito tenitnrial al que .. circunscribía la misma. La adjudicación
de I?~s a concursantes de las Comunjdades Autónoma que
partlelpen por bases análogas a la 4.2 de la presente convocatnria
se hará inmediatamente después de los concursantes del Ministerio
de Educaci6n y Ciencia que participen por las bases 4.2 y 4.3•. Los
demandantes de amparo, Profesores aaregados de Bachillerato con
destino provisional en la Comunidad Autónoma del Paú Vuco,
por entender que esta norma reglamentaria podría vuIDenr lo.
derechos fundamenta1es que los reonnocen los arts. 14.~ 23 de la
Constltución, interpusieron el recuno contenciooo-administral
....ulado en la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, que fUe desesti­
mado por Sentencia de la Audiencia Nacional de 14 de marzo de
1986, confirmada en apelación por la del Tribunal Supremo de 24
de octubre de 1986-

Seaún el suplico de la demanda que riae este proceso constitu­
cional los citados demandantes lo interponen contra dicha Senten­
cia del. Tribunal Supremo IOIicitando que previa anulación de la
transcnta base, a la cual califican de diseriminatnria, se les
reconozca el derecho a concunar en condiciones de i¡ualdad con
el restn de los participantes Y en función e""lusivaJDente de .us
méritos personales, alepndo en su fundamento, sustancialmente.
que la norma imtKWUlda vulnera el principio de i¡uaIdad decla­
rando en el art. - 14 de la Constitución, en primer lopt, por
establecer, en su petjuicio, distinto r4imen jurkbro entre fUnciona­
rios pertenecientes a un mismo Cuetpo con escalafón único, que se
encuentran en idmtica situación de destino pJt!VisionaI y, en
segundo lugar, por extenderlo I opositora aprobados que .úÚ DO
han ingreso en dicho Cuerpo.

Seaundo.-Se plantea, por tantn, en este recurso de amporo un
problema de al'li<:ación del principio de i¡uaIdad en la Ley, cuya

.clara deümitación requiere las siptientes considerociones prniu:

a) La demanda incurre en la confusión de en<:auzar el rocuno
por la via del arto 44 de la LOTe Yseñalar como objeto del mismo
la Sentencia del Tribunal Supremo de 24 de octubre de 1986,
aunque su pretensión de nulidad le dirige únicamente contra la
base 4.4 de la Orden citada, a la cual considera ser la causa
exclusiva de la lesión C0D5tituci0n:!n~~~nWl~sin imputar a la
Sentencia violación del derecho ntal alguno que pudiera
haber sido directamente ocasionada por la misma. Por eno, resulta
claro que el recuno de amparo encuentra su cobertura procesal
adecuada, no en el an. 44, sino en el 43 de la LOTe, careciendo
la Sentencia recunida de otro siJn!ficado que no oea el puramente
formal de haber ",otado la vla Judicial previa, tal Ycomo exi¡e el
númeo 1 de este último articulo.

b) Aunque los demandantes se timitan a invocar ante este
Tribunal los aru. 14 y 139 de la Constitución~ último oJeno al
recurso de amparo por disposición del art. 53.2 de la ConsUtución
y, por tanto, carente de trascendencia a los efectos de $U rcsolu­
ClÓD-, resulta, sin embar¡o. que DO puede desconocerse que el
problema de i¡ualdad lo plantean desde su condición de funciona­
rios púbücos y, por tanto, en relación directa con la j¡ualdad
específica consagrada en el art. 23.2 de la misma Constitución, cuya
apücación a los aetns posteriores al acoeso a la función pública que
se produzcan durante la vida de la relación funCIonarial ya
ronstituida ha sido reconncida por este Tribunal en su Sentencia
75/1983, de 3 de lIIostn. En virtud de ello y aunque los demandan­
tes sitúan toda su argumentación en el tmbito del principio aeneral
de i¡ualdad consagrado en el art. 14 de la Constitución, deberá
tenerse presente, en caso de que fuese necesario, las peculiaridades
que ei demhoprantizado por el art. 23.2, proyecte SODR el
problema debatido.

c) Los demandantes fueron profesores in1erinos o contratados
por nombramiento de la Comunidad Autónoma Vasca e in¡resaron
en el Cuerpo de ProfesoresA&reRados de Bachillerato mediante
concurso restringido convocadO Por dicha Comunidad en cuyo

territorio presta aervicioc en destino provisional en Centros docen­
tes dependientes de la misma.

d) La interpretación de la base 4.4 de la Orden de 21 de
octubre de 1985 es una norma, exclusivamente aplicable a profeso­
res ron destino provisional y opooitore. aprobados pendientes del
mismo, es decir, a funcionarios que aÚD DO han consolidado su
intqración definitiva en el Cuerpo, por la cual .. convoca a
concurso de traslado para cubrir vacantes en Institutos dependien­
tes del Ministerio de Educación y Ciencia, estableciéndose en la
misma, un réBimen jurldico diferenciado que consiste en adjudicar
las plazu con canlcter preferente a 101 que accedieron o aeceden al
Cuerpo por convocatorias acordadas por dicho Ministerio pospo­
niendo a los que, habiéndolo hecho por convocatorias de las
Comunidades Autónomas, .. encuentran prestando servicios, con
carácIer provisional aeiIalado, en Centrol dependientes de tslaS,
respectn de las cualea dispone que la adjudicación .. hará «inme­
diatamente despuéu de la de aquéllos.

Teroero.-Partiendo de estas consideraciones, el problema üti­
Foso queda circunseritn a determinar, de acuerdo con reiterada
doctrina constitucional contenida, entre otras, en Iaa Sentencias
22/1911l, de 2 de juüo; 34/1981, de 10 de noviembre; 42/1981, de
22 de diciembre; 75/1983, de 3 de lIIosto, y SO/l9~, de 23 de abril,
si ese distlnto r!gimen juridico encuentra justificación razonable y
objetiva que sea proporcional al fin perseguido por la norma Que
lo establece, es decir, si las situaciones que en ~ta. se disting:len
presentan J'iSiOS relevantes de desi¡ualdad que lqitiman la diferen­
cia normativa Que en la misma se establece por venir fundada en
eriterio razonable que auarda proporción con esa desigualdad.

La resolución de este problema requiere 'lue la aorma impUg­
nada .. contemple, no desde una CODStderación aislada que podría
conducir a conclusiones erróneas, sino como parte intqrante del
ordenamiento jwidico en el que viene insertado.

Cuarto.-El modelo de Estado de AutnnomÍiS que diseña el
capítulo tercero del titulo VIII de nuestra ConstitUCIón ha puesto
en marcha un proceso de transformación del Estado centralizado
en el que, por el influjo predominante de las iniciativas territoria­
les, se ba producido resultados hetel'Oléne05 de gran diversidad en
orden a la asunción de competencias y transferencias de servicios.
Esta divenificaci6n organizativa .. prod= con toda claridad en
materia de educación con el resultado de que el Estado tenga
competencia aobre los Control docentes de se¡uoda enseñanza
situados en Comunidades Autónomas que DO han asumido las
rompetencias correspondientes y sobre los profesores que prestan
.... servicios en aquéllol y que, de manera paralela, es10s poderes
competenciaks .. venpn ejercitando por cletertninadas Comuni­
dades en relación con 101 Centrol Y profiosores situados en su
tenitorio.

Esa diversidad competencia! ha generado formas distintas de
acceso al Cuerpo de Profesores A¡repdos de Bachilkrato, pues
unos lo han hecbo a travts de convocatorias de Comunidades
Autónomas y otros mediante convocatorias del Ministerio de
Educación y Ciencia con la CODJeCUeDCia de que los primeros hayan
obtenido su inicial destino provisional en plazas dependientes de
aquéllas Comunidades y los squndos en Centros dependientes de
dicho Ministerio.

La necesidad de obtener una coordinación racional de los
CODCUJ"50S de traslados de funcionarios provisionales ha conducido
a que Iaa autoridades estatales y las autonómicas hayan establecido
un sistema Fnera1 que consiste, por un lado, en conceder preferen­
cia en la adjudicación de plazu sometidas a la competencia de las
Comunidades Autónomas a los profesores in¡resados y opositores
aprobados en convocatorias de fas mismas., que se encuentran en
destino provisional o están ~dientes de primer destino -ordenes
de las Comunidades del País Vasco, Cataluña y Valencia de 15 de
octubre de 1985, de GaIicia de 14 de octubre de 1985, de Andalucia
de 22 de octubre de 1985 Yde Canarias de 10 de octubre de 198S-,
y, de otro lado, a otorpr igual preferencia en la adjudicación de
plazas dependientes del Ministerio de Educación y aencia a los
profesores ingresados y oposit(lf"C$ aprobados en convocatorias del
Ministerio en i¡ualsituación jurídica de destido provisional
pendientes de éste -orden impuptada-.

Este sistema responde a la finiÜdad, no solo de coordinar de
manera razonable la regulación de las convocatorias de traslados,
sino también a prantizar • los funcionarios la pennanencia en los
Control y tenitorios por los clla1es mostraron preferencia, sejÚn la
convocatnria que eli¡ieron para aa:eder al CuerDo y, por tantn, la
diferenciación normativa que establece la baae 4.4 de la Orden de
21 de octubre de 1985, de manera peralela a las normas de igual
contenido incluidas en las Ordenes de las Comunidades citadas, va
diri¡ida " !ralir,-"COII -eriteri6- -objetiw-"1 ...,aeral,- -situacicno.
diferentes en la forma distinta que merece el datn relevante de la
diferente vía de ingreso de los grupos de personas que en la misma
se distinguen, sin que ello pueda calificane de diseriminatorio o
vulneradOr del principio de iaualdad, porque a esa justificación
razonable que se deja expuesta se une el respeto a la proporcionali-
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dad que supone el venir establecido el régimen dif"",nciado tan
sólo en relación con funcionarios sin destino definitivo, y porque
dicho régimen diferenciado es, consecuencia de la especial VIncula·
ción que los profesores ingresados por convocatorias de las
Comunidades Autónomas tienen con éstas en cuanto que Sil forma
de ingreso, especialmente si lo hicieron en concursos restringidos
entre qllienes eran funcionarios interinos o contratados de las
mismas, tuvo por finalidad, seaún Sentencia 48/1985, de 28 de
marzo, el CIIbnr plazas situadas en SIlS ámbitos territoriales, a la
cual no puede desconOCCl1C que va aparejada una venll\Ja de
estabilidad preferente que tiene el mismo fundamento racional que
la aqul impugnada.

Debe por todo ello conclllirse que la norma resJamentaria cuya
nulidad se pide por los demandantes constituye una objetiva
medida de racionalización del sistema de conCllfSOS de traslados
entre profesores y opositores con destino provisional o pendientes
de él, que además de manifestarse conaruente con e! modelo
consUtucional de or¡anización territorial del Estado y la diversidad
competencial derivada de! mismo, reauIa las distintas situaciones
que contempla de manera razonable y proporcional a la desisua1­
dad de éstas, sin qlle, por tanto, pueda estimarse lesivas al derecbo
a la igualdad en la Ley, ni tampoco que produzca e! efecto de
re¡ionalizar el Cuerpo lÍJIico de Profesores A¡repdos de Bachi11e-

5130 SaI4 Segunda. R«UI'SO de amparo número 998/198$.
Seru_ill número 16/1988, de 1$ de febreroL

1.& Sala Segunda del Tn1>unal Constitucional compuesta por
doña Gloria llegué Cantón, Preoidenta; don Angel I.&torre Sexora,
don Fernando Garcia·Mon y Gonzá1ez·Re¡uera1, don Carlos ae la
Vega Benayas, don Jesús Leguina Villa Y don Luis López Guerra,
Masistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la si¡uiente

SENTENCIA

En e! reCIIfSO de amparo núm. 998/1985, interpuesto por e!
Procurador don José Ramón Gayoso Rey, asistido por el Letrado
don Francisco J. Paino Cristópulos, en nombre de «Construcciones
Argeva, Sociedad Anónima», contra el Auto de la Ma¡istratura de
Tra~o núm. 20, de Madrid, de 4 de febrero de 1985, Y resolucio­
nes judiciales posteriores. Han sido partes en e! asunto, como
codemandados, don Juan Parra Garcia y don Aaustin Expósito
Ruiz, representados por la Procuradora de los Tribunales doña
Isabel Cañedo vegaJ asistidos del Letrado don Antonio Diaz
Martínez, asl como Fiscal. senera! del Estado y el Letrado del
Estado. Ha sido Ponente e! Ma¡istrado don Jesús Leauina Villa,
qllien expresa el parecer de la Sala.

L ANTECEDENTES

\. El Procurador de los Tribunales don José Ramón Gayoso
Rey, actuando en nombre y representación de «Construcciones
Argeva, Sociedad Anónima», presentó el dia 11 de noviembre de
1985 ante este Tribunal esento mediante e! cual interp\lSO reCIIfSO
de amparo constitllcional contra el Auto de 4 de febrero de 1985,
de la Ma¡istratura de Tra~o núm. lO, de Madrid, que declaró no
tener por anllDciado el reCIIfSO de suplicación CIIya interposición
pretendía el apoderado de dicba Entidad mertantil contra la
Sentencia dictada e! 23 de octubre de 1984. Estima el recurrente
que dicho Auto, y las resolllciones judiciales posteriores, a las que
extiende el reCIIfSO, han vulnerado e! derecbo fundamental conte­
nido en el art. 24.1 de la Constitución, f en consecuencia solicita
la nulidad de dichas actuaciones, reconoaéndosele el derecho a que
se teop por anunciado el reCIIfSO de suplicación contra la Sentencia
dictada el 23 de octubre de 1984 y a que se dé CIIfSO a la demanda
de pobreza instada en su momento.

2. De las alegaciones y doCIImentos aportados oc deduce 10
siguiente:

Con fecha 23 de octubre de 1984, la Ma¡istratura de Tra~o
número 20, de Madrid, dictó Sentencia en la que, tras declararse
extin¡uidos determinados contratos de tra~o que vinClllaban a la
Empresa «Construcciones Ar¡eva, Sociedad Anónima», con una
serie de tra~adores, oc condenó a la Empresa ahora demandante
de amparo a papr a los mencionados tra~adoresunas indemniza·
ciones que, en su coqjunto, sumaban 45.020.625 pesetas. 1.&
Empresa condenada anunció, dentro de plazo, la interposición del
reCIIfSO de suplicación, sin dar Cllmplimiento a lo que prescribe
el art. 154 LP.L Al propio tiempo promovió demaada incidental
para la ohtención del beneficio de jllSticia gratuita, 10 que motivó
una providencia de la Ma¡istratura de T~o ordenando la

rato en cuanto que, una vez superado el perlodo inicial de acceso
provisional al mismo mediante la obtención de una plaza en
destino definitivo, dicha distinción desaparece para dejar paso al
tratamiento indif"",nciado de tndos los profesores que, con dicho
destino, consolidan su integración en el referido Cuerpo.

FALLO

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUt;. LE CONFIERE LA CONSTlTUC10N DE
LA NAOON ESl'ANOLA.

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado.
Publiquese esta Sentencia en el olloletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a diez de febrero de mil novecientos ochenta
y ocho.-Francisco Tomás y Valíente.-Francisco Rubio Llo­
rente.-Luis Díez~Picazo y Ponce de León.-Eugenio Díaz
Eimil.-Mi¡ue! Rodrf¡uez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Flrmados y
rubricados.

citación de las partes al objeto de resolver e! incidente de pobreza
solicitado.

ReCllrrida en reposición la citada resolución por los tra~ado­
res demandantes, e! Auto de 4 de febrero de 1985, estimando en
parte el reCIIfSO, resuelve declarar no tener por anunciado el reCIIfSO
de suplicación, por considerar que no se ha dado CIImplimiento por
la Empresa a la oblipción de consignación que prevé el art. 154
LP.L., sin que en aplicación de dicho artículo pueda entenderse
que existe una exención de tal nonna p~tiva por el hecho de
haberse solicitado coeténeamente el benefiClo de Jllsticia Jlr&tllita.
En cuanto a la oposición planteada frente a la soliCltud del
heneficio de justiCIa gratllita, e! JIICZ razona Sil carencia de
facultades para rechazar el incidente con anterioridad a la celebra·
ción del juicio, no estimando la pretensión deducida en este
extremo.

Contra e! Auto reseñado quedó interpuesto por «Construcciones
Argeva, Sociedad Anónima», reCIIfSO de reposición, que fue desesti­
mado por resolución de 22 de marzo de 1985. Interpuesto reCIIfSO
de queja, la Sala Segunda del Tribunal Central de Tra~o, por
Auto de 18 de septiembre de 1985 resolvió no haber lugar a su
admisión, declarando firme la Sentencia de instancia,

3. La Empresa recurrente alega que la interpretación estricta
que hacen los órsanos judiciales del art. 154 LP.L, le ha colocado
en llna situación de indefensión y falta de tutela judicial efectiva,
puesto que debían haber atendido al hecho sobrevenido del cambio
en la situación económica de la Empresa derivado de la declaración
de suspensión de PIllos, av.avada con la propia condena pecuniaria
a que se ha visto sometIda, lo que la coloca en la situación de
indefensión antes expresada, y ello por la interpretación rigurosa
que del art. 154 LP.L, han efectuado tanto la Mo¡istratura como
e! Tribunal Central de Tra~o.

4. Por providencia de 4 de diciembre de 1985 se acordó tener
por recibido el escrito de demanda y, antes de decidir sobre su
admisión a trémite, solicitar la remiSIón de colJia o testimonio de
las actuaciones relativas al incidente de jllStiCla gratuita formali­
zado por «Construcciones A!¡eva, Sociedad AnónilDll», ante la
Masistratura de Tra~o núm. 20, de Madrid, en el reCIIfSO de
suplicación contra la Sentencia de 23 de octubre de 1984, con
inclusión, en su caso, de la resolución recaida en el re.erido
incidente.

El dia 5 de febrero de 1986 se dictó providencia admitiendo a
trémite la demanda de amparo, sin petjllicio de lo que resulte de
SIIS antecedentes, reqlliriéndose, conforme a lo dispuesto en el articulo
51 LOTC, a la Magistratura de Tra~o núm. 20, de Madrid, f al
Tribunal Central de "rralll\io para que remitan las actuaciones origina­
les o testimonio de e\Ias, relativas al recurso de queja número
\.404/1985, en e! que oc dictó Auto de fecha 18 de septiemhre de 1985,
asi como e! emplazamiento de qllienes hubiesen sido parte en
los autos nÚDlL 755/1984 y recurso de queja suhsisuiente, a
excepción de la Entidad reCllrrente, para qlle, si les interesa, se
personen en el proceso constitucional.

5. Habiéndose personado en los autos el Letrado del Estado y
la Procuradora doña Isabel Cañedo V.... en nombre de don Juan
Parra Garcia Ydon Aaustin Expósito RIIiz, por providencia de 30
de abril de 1986, se abrió un plazo común de veinte días para la
formulación de alegaciones, a la vista de las actuaciones y de los
testimonios remitidos por la Ma¡istratura de Tra~o y por el
Tribunal Central de Tra~o.

6. El Letrado del Estado solicita en su escrito se diete
Sentencia desestimando la demanda de amparo. Señala que 10


